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Resumen: En este artículo se aborda el tema de la discriminación de la mujer en 
el ámbito laboral, a partir del examen de la STC 7/1983, de 14 de febrero, sobre 
matrimonio y excedencia forzosa. Los hechos del caso se refieren a las normas 
realizadas por la reglamentación de trabajo. de la Compañía Telefónica Nacional 
de España que suspendían el contrato de trab~jo parae1 personal femenino por 
causa de matrimonio. Este tipo de discriminaciones obedecían básicamente a , 
una visión estereotipada de la mujer que la consideraba un. ser inferior al hom-' 
bre, tan solo capaz de afrontar los retos derivados del mundo de lo. privadú.,El 
TC se plantea aquí dos cuestiúnes jurídicas importantes: cuál ha de ser el crite­
rio para identificar la discriminación por razón de sexo.; el pro.blemade.fa rela­
ción existente entre la igualdad recogida en el artículo. 14 de la Co.nstitución Es­
paño.la yel instituto de la prescripf ión extintiva. 

La igualdad representa "uno de lósprÍ1;lcipios{il9s6fi~os;éti~ 

cos, morales y jurídicos más importantes de la Historia sie la Hu-' 
manidad"1 

, y aderoásen la actualidad viene consid~t:ándose como 
T ~) .' ~ , • , . ' . , 

una verdadera aspiraCión política para muchas socieqades.De:ahí 
que sé-haya ,mantenido por.algún, aútot que ' "la igüaldadcleviene' 
presupuesto para tO~o Estado gem6crático de Derechú':2; . 

1. D. GIMÉNEZ GLÜCK, Intro.ducCión a ~i1 óbraduicío de;tgudlda.dfTribu-
nal Constituciona( B31'ce10na, B,osch, 2004; p,. 19:', ,~ ~ , ¡' ' l: J : ,,' 

" 2. M. ROD~fGUEZ-PIÑERO, Igualdad y discriminació~,.'Madriqi; Tecno~ , 
1986, p. '19.,Vid. también A. APARISI MIRALLES,"DiscrimitHleión ,Y derecho$ a 

Persona y Derecho, 54* (2006) 165-181 
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La gran aportación que introdujo la Declaración de derechos 
frqn(;~sa d~ ~ 789 fue la de convertir el principio de igualdad en 
norma jurídica. Desde entonces la igualdad ha dejado de ser un 
mero hecho y ha pasado a convertirse en un valor, una prescrip­
ción impuesta normativamente. Y es que detrás de ello subyace la 
evidencia de que los seres humanos somos diferentes entre sí y de 
que precisamente por ello hay que tratar de evitar que las diferen­
cias o diversidades de tipo biológico, cultural, social, etc. puedan 
servir para legitimar situaciones injustas de discriminación. Co­
rno ha precisado Ferrajoli, '''Igualdad' es término normativo: quie­
re decir queJos 'diferentes' deben ser respetados y: tratados corno 
iguales; yque, siendo ésta una norma, nobastáenunciarlasino 
qlle es riecesario observarla y s ancionarla" 3 • ' , 

En.~l¡;:aso de España la igualdapse considera un valor centnü 
no~ola1,11ente, porque se recoja en el frontispicio del Capítulo 11 
del Título lde la Constitución, lugar· en el que se plasman los de­
rechoscorr iúüi' protección mayor de entre' todos lo'sreConocidos 
cónstitucionahnefite, sino porque ádemás "sirve 'de base 'ycondi­
dÓÍ1aetai~~ce de numerosos pre<;eptos constitucionales"4. ' 

. ...... ' : '.. ." " ,, ' .,; 

A pesar de que su contenido esencial seencuentraubic.ado ,e.n 
el arto 14 de la Constitución española (CE), disposición que con­
sagra la igualdad de los españoles ante la ley y se prohíben las 
discriminaciones por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, 
opinión o cuálquier otra condición personal o social, 'la !igualdad 
también se :encuentra expresamente reconocida en otros artículos , 

l,a igual4ad. ,Las vías para ! ~l acceso al reconocimiento de la igualdad", en 
Anuarióde Filosof{a4el Derecho, XII (1995) ; p.270. ,' , ," " 

3. L. FERRAlOÜ, Derechos y garantías. La ley del l1uís débil, Madiid¡ Trottá, 
1999,2a ed.2001,p.79. 

4. M. RODRÍGUEZ-PIÑERO BRAVO-FERRER, Prólogo a la obra de A. OLLERO, 
DiscriminaCión:por razón de sexo (Valores ,principios ymJrmas'en la jurispru­
dencia constitucional españolil) , Madrid; Centro de Estudios Políticos 'y. Cons­
titucionales ;, 1999, p. 13. También sobre ello insiste M . RoDRÍGUEZ-PrÑERO, 
Igualdad y discriminación ; op . cit., pp. 18-19. 
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tales cornoell.l y 9.2, hasta el punto de que se puede hablar de 
pluralidad de manifestaciones nonnativasde la misma en la .carta 
constitucional, sea de fonna explícita o implícita. ",' , 

Ahora bien, no por casualidad en nuestra Constitución elart. 
14 aparece excluido del arto 81.1, referido éste al ámbito material 
de las leyes orgánicas5

• Como ha precisado laSTe 76/1983; PJ 2° 
a): "Tal exclusión está justificada porque la igualdad reconocida 
en el artículo 14. no constituye un derecho subjetivo autónomo, 
existente por sí mismo, pues su contenido viene establecidosiem­
pre respecto de relaciones jurídicas concretas,. De ahí que pueda 
ser objeto de amparo en la medida en que se cuestione si tal dere­
cho ha sido vulnerado en una relación jurídica y, en cambio, no 
pueda ser objeto de una regulación o desarrollo normativo con 
carácter general" . 

. En -virtud del art.53:2 CE, la igualdad goza de una garantía re­
forzada para su reconocimiento ante los Tribunales ordinarios por 
un procedimiento basado en los principios de preferencia y suma­
riedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el Tribu­
nalConstitucional. A ésta, se suman multitud de medidas que 
también setltilizan para garantizar la tutela de este derecho, entre 
las que pueden citarse: la Ley 62/78 sobre protección jurisdiccio­
nal de derechos fundamentales de la persona, el Capítulo III del 
Título I CE que se ocupa de garantizar las libertades y derechos 
fundamentales; la obligación de respetar su contenido esencial; 
su vinculación a todos los poderes públicos; el hecho de que sólo 
pueda regularse y desarrollarse por ley; su procedimiento de re­
fonna especialmente "rígido" en caso de modificación parcial 
que afecte a este derecho (art. 168.1 CE); y, por último, el hecho 
de que se trate de un derecho que no puede quedar suspendido, ni 

5. El artículo 81.1 de la Constitución Española dispone: "Son leyes orgáni­
cas las relativas al desarrollo de los derechos fundamentales y de las libertades 
públicas, las que aprueben los Estatutos de Autonomía y el régimen electoral 
general y las demás previstas en la Constitución". 
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siquiera en los casos recogidos en el arto 55 CE, que por el contra­
rio sí afecta a otros derechos fundamentales. 

Pues bien, a pesar de que existen gran número de mecanismos 
que se encargan de garantizar este derecho, la igualdad junto con 
la tutela judicial efectiva constituyen los derechos cuya reparación 
más se ha "exigido por la vía de amparo, tanto del ordinario como 
del constitucional6

• Tanto es así que la cláusula de no discrimina­
ción por razón de sexo ha sido la más utilizada por el Tribunal 
Constitucional, la más debatida en nuestra doctrina jurídica y, por 
cierto, la que más se ha prohibido en Derecho internacional a par­
tir de la Segunda Guerra Mundial. 

Aquí voy a detenerme en el análisis de una conocida sentencia 
del Tribunal Constitucional (la STC 7/1983, de 14 de febrero) relati­
va a la discriminación de la mujer en el ámbito laboral. Pero antes 
de referirme a los hechos del caso en cuestión considero oportuno 
puntualizar dos cosas. La primera, constituye una mera precisión 
terminológica. Y es que más apropiado que hablar de discrimina­
ción por razón de sexo, me parece la acepción discriminación por 
razón de "género". Sin embargo, si aquí se mantiene el término 
"sexo" es porque, de acuerdo con Ollero?, es el que utiliza la Cons­
titución y el Tribunal Constitucional en su interpretación del texto 
constitucional. Todo ello sin perjuicio de que el término género 
--insisto- me parezca mucho más adecuado para definir la diferen­
ciadón entre hombres y mujeres. Por otra parte, cabría precisar que 
el principio de no discriminación por razón de sexo no sólo viene 
reconocido en el arto 14 CE; también se hacen claras referencias a 
él en elart; 35 CE y, de manera indirecta, en el arto 32.1 CE. 

La segunda aclaración que querría hacer es que no se puede 
identificar el principio de igualdad con el juicio de igualdad de 

6. Sobre ello, vid. R. M. RICOY CASAS, "Género, Derechos y Nuevas Tec­
nologías de la Información y la Comunicación en España", Revista de Derecho 
Informático , n° 78 (enero del 2005) (Alfa-Redi; localizable en intemet). 

7. A. OLLERO , Discriminación por razón de sexo (Valores, principios y 
normas en la jurisprudencia constitucional española) , op. cit., p. 27. 
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las normas que viene llevando a cabo el Tribunal Constitucional. 
Como explica Giménez Glück: "El primero es una aspiración so­
cial, principio, valor, derecho fundamental, etc., de difícil apre­
hensión conceptual pero con un denominador común: se trata de 
una figura que escapa de un análisis exclusivamente jurídico para 
adentrarse en los terrenos de la moral, de la ciencia política, y, so­
bre todo, de la filosofía. El segundo es una construcción jurispru­
dencial basada en principios jurídicos -como el principio de ra­
cionalidad o el principio de proporcionalidad- que, ( ... ) se basa 
en una estructura, en unos parámetros y en unos mecanismos li­
gados exclusivamente al Derecho, concretamente al Derecho cre­
ado por los Tribunales Constitucionales"8. No olvidemos que pre­
cisamente el juicio de igualdad es el que nos remite a cuestiones 
tan importantes para el Tribunal Constitucional como la prescrip­
tibilidad de la acción, el término de comparación, la carga de la 
prueba y el restablecimiento de la igualdad9

• 

Pasemos ya a recordar someramente el caso que nos ocupa: ' 
doña Catalina Valls Salva, doña Leonor Cruellas Vidal, doña Ca­
talina Garau Coll, doña Josefa Planas Palao y doña Rosario Carre­
ño Merelo prestaban sus. servicios con carácter laboral en la Com­
pañía Telefónica Nacional de España, hasta que cada una de ellas, 
en diversos momentos, contrajeron matrimonio, momento en el 
que la Compañía declaró a todas ellas en situación de excedencia 
forzosa por razón de matrimonio con reconocimiento de la posibi­
lidad de solicitar el reingreso cuando cada una de ellas se consti­
tuyera en cabeza de familia. En esta situación se encontraban to­
davía tanto cuando se promulgó la Constitución como cuando 
entró en vigor la Ley 8/1980 de 10 de marzo que contenía el Esta­
tuto de Trabajadores (LET). Las demandantes interpusieron recur-

8. D., GIMÉNEZ GLÜCK, Juicio de igualdad y Tribunal Constitucional, op. 
cit., pp. 19-20. 

9. Vid. F. RUBIO LLORENTE, Derechos fundamentales y principios constitucio­
nales. Doctrina jurisprudencial, Barcelona, Ariel Derecho, 1995, pp. 117-119. 
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so de amparo .respecto de una sentencia . dictada por el Tribunal 
Central de Trabajo, que a su vez revocaba la emitida por la Magis­
tratura de Trabajo nO 3de Baleares. 

Estos hechos sirven para probar que la discriminación por razón 
de sexo resultaba habitual en nuestra historia española más .recien­
te y, por desgracia, no podemos todavía afirmar que haya desapa­
recido. Concretamente, a las normas realizadas por la reglamenta­
ción de trabajo de la Compañía Telefónica Nacional de Españá, 
que suspendían el contrato de trabajo para el personal femenino 
por causa de matrimonio, se las denominaba "cláusulas de celiba­
to~'. En realidad, estas prescripciones formaban parte de un entra­
mado normativo que no sólo dificultaba el acceso del trabajo por 
parte de la 'illujersino 'que más aún, en algunos casos, llegaba a 
prohibirlo. Pensemos, por poner sólo un par de ejemplos, en que 
hasta el año 1966 el acceso de las mujeres a la carrera judicial se 
encontraba prohibido o en que estaba vetado el mero acceso a las 
Fuerzas Armadas en virtud, entre otras, de la Ley 56/61. 

Este tipo de discriminaciones obedecíanfundámentalmente a 
una visión estereotipada de la mujer que la consideraba un ser in'­
ferior al hombre, únicamente capaz de afrontar los retos derivados 
del mundo de 10 privado: el cuidado de los hijos, de la familia, del 
hogar. De ahí también que sólo se considerara a las mujeres capa,.. 
ces de participar del poder y de la capacidad de acción y de traba­
jo, a través de los hombres a los que les unían vínculos'familiares 
y de los que recibían además el estatus social. Asimismo las "cláu­
sulas de celibato" pueden explicarse desde la defensa: de un mode­
lo normativo de la igualdad que se pensaba con referencia exclu­
siva al varón, al sujeto macho, en el ámbitolaporal. 

El propio Tribunal de Justicia de la Comunidad Europea ha re,. 
saltado en numerosas ocasiones 10 la situación de desventaja en la 
que se encuentra todavía la mujer respecto del varón en el ámbito 

10. Sirva de ejemplo la STJCE de 11 de noviembre de 1997, Caso Mars­
chall, apartado 29. 
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laboral. Pensemos , explica el· órgano jurisdiccional internacional, 
en que en casos de igual capacitación; a la horade promocionarse, 
los ;candidatos masculinos tienen preferencia en detrimento de las 
candidatas femeninas, ;;debidoparticularmente a determinados 
prejuicios eideas estereotipadas sobre el papel y las capacidades 
de la mujer :en la vida activa, y al temor, por ejemplo, a que las 
mujeres interrumpan más frecuentemente sucarrera,a que ,debi '­
do alas tareas del hogar y familiares; organicen su jornada Jaboral 
de forma menos flexible, oa que se ausenten más a menudodebi,. 
do a embarazos, partos y períodos deJactancia .. También por eles~ 
tereotipo de queja mujer no está 10 suficientemente'preparada o 
no tiene las cualidades ' necesarias para desempeñar con igual ca­
pacidad empleos de tipo técnico, con la consiguiente relegación a 
otros puestos que en su mayoría son de menor autoridad, estatusy 
retribuCÍón"l! . 

En, relación ,con esta cuestión, inuy acertadamen~e,Giménez 
Glückha , precisado': HLa clave está en, conseguir una , sociedad 
donde la participación en elmundo de lo público y de lo privado 
fuera una opción personal del ciudadano o ciudadana, nouna de .. 
cisión condicionada por unos Toles sociales preestablecidos" 12 • Y 
es que, en mi opinión, tampocoJa solución se encuentra en tratar 
de Hasimilar" la mujer al varón, pues ello implicaría en tal caso 
optar por un planteamiento negador de las importantes diferen­
cias que tienen ambos sujetos entre sí13

• 

También los hechos descritos planteaban al Tribunal Constitu­
cional otras interesantes e importantes cuestiones jurídicas: la re-

, ' 11. ' R. M. RICOY CASAS, "Género, Derechos y Nuevas Tecnologías de la In­
formación y la Comunicación en España"; Revista de Derecho'Informático, 
n.!'78, op. cit. 

12, D. GIMÉNEZ GLÜCK, Juicio de igualdad y Tribunal Constitucional, op. 
cit., p. 223. 

, 13. Sobre ello, vid. M. ELÓSEGUI ITXASO, "Igualdad y diferencia hombre­
mujer según el Tribunal Constitucional español" , en Revista Vasca de Adminis­
traciónPúbUca; n° 52 (1998), pp. 149-151. 
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lación existente entre la igualdad jurídica recogida en el arto 14 de 
la Constitución y el instituto de la prescripción extintiva. De he­
cho, en su demanda de amparo las recurrentes alegaron que el 
bien jurídico protegido por la prescripción extintiva, que no es 
otro que la seguridad del tráfico jurídico, debía quebrar ante la si­
tuación en que se hallaban las actoras, por lo que pidieron que se 
las restableciera en su derecho contenido en el arto 14 de la Cons­
titución. Es más, en esta sentencia se cuestionó también si las ac­
ciones para reaccionar frente a las lesiones del derecho funda­
mental a la igualdad jurídica se debían someter o no a los plazos 
de prescripción del Derecho especial, teniendo en cuenta que és­
tos no constituyen un Derecho común de la prescripción. 

Vayamos por partes. Por definición, los derechos fundamenta­
les crean una relación jurídica entre los ciudadanos y el Estado, 
tras su inclusión en la Constitución Española. Es cierto que el arto 
83 de la Ley de Contrato de Trabajo\establecía que las acciones 
derivadas del contrato de trabajo que no tengan señalado plazo 
especial prescribirán a los tres años de su terminación. Esta Nor­
ma, y no el arto 59.2, es la que regía a la hora de regular el plazo 
de vida de la acción de que disponían las recurrentes en amparo 
para hacer valer su derecho a no ser discriminadas por razón de 
sexo, derecho fundamentado en el arto 14 de la ,CE, exigiendo así 
el levantamiento de la suspensión de sus contratos, y el correspon­
diente reingreso. Y, de hecho, esta es la acción que interpusieron 
ante el IMAC de Palma de Mallorca el 28 de junio de 1981, por­
que resultaba imposible que se contaran los tres años del art. 83 
de la LCT a partir de la terminación del contrato, debido a que 
una vez extinguido éste, y no únicamente suspendido como ocu­
rre en el caso que analizamos, ya no er~ posible pedir el reingre­
so. Es evidente que entonces había de entrar en juego la norma 
general del arto 1969 del Código Civil, de acuerdo con la cual' los 
tres años para la prescripción de la acción que nos ocupa debían 
empezar a contar desde el día que pudo ejercitarse, es decir, a par­
tir del 29 de diciembre de 1978, día en que entró en vigor la Cons-
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titución española. Conforme a ello, el TC sostiene que "no hay 
duda de que el 28 de julio de 1981 no había transcurrido el tiem­
po para la prescripción de la acción, y que las recurrentes, al in­
terponer la papeleta de conciliación ese día ante el IMAC de Palma 
de Mallorca, tenían viva su acción, que no prescribió hasta el 31 
de diciembre de 1981. Y contra ese razonamiento no puede pre­
tenderse la aplicación al caso que nos ocupa del arto 59.2 de la 
LET, porque ello implicaría la eficacia retroactiva de tal precepto 
en contra de lo dispuesto en el arto 9.3 de la Constitución. (oo.) Por 
consiguiente, no es aceptable el razonamiento del Tribunal Cen­
tral de Trabajo en su Sentencia, y el amparo contra la misma debe 
ser estimado" . 

Respecto al tema de si las acciones para reaccionar frente a las 
lesiones del derecho fundamental a la igualdad jurídica se debían 
someter o no a los plazos de prescripción del Derecho especial, la 
opinión respecto a ello del Magistrado Díez-Picazo y Ponce de 
León le condujo a emitir voto particular a esta sentencia, señalan­
do así algo, en mi opinión, muy importante: "en los derechos de 
carácter absoluto, como tienen que ser los derechos fundamenta­
les, mientras la lesión subsista, la prescripción no puede comen­
zar a contarse. Y éste es para mí el tema en el caso de la igualdad 
jurídica". En esta misma línea, me parece, pues, razonable la ar­
gumentación utilizada por las recurrentes de que las acciones 
para hacer valer los derechos y libertades públicas de carácter 
fundamental resultan imprescriptibles mientras permanezca la le­
sión a los mismos. 

En esta sentencia se puso también en evidencia otro aspecto 
importante: la Constitución es la norma suprema y, por consi­
guiente, los derechos fundamentales en ella recogidos tienen vir­
tualidad plena en el texto constitucional, aun a pesar de que aqué­
llos no hayan tenido una "concreción legislativa" , de acuerdo con 
el arto 53.1 de la CE y de la jurisprudencia unánime y reiterada de 
este Tribunal, que es el intérprete supremo de aquélla. Si este dato 
resultó importante en este caso concreto fue porque, como expli-
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có elTC, aun cuando el carácter discriminatorio de la disposición 
reglamentaria de la CTNE -art. 107 c) que mantenía la suspen­
sióndel contrato de trabajo "para el personal femenino" por el 
hecho de contraer matrimonio- es obvio que constituía una dis" 
criminación por razón de sexo, desde el momento en qué "no se 
hace derivar . idéntica . consecuencia en relación con el personal 
masculino dela misma empresa que contrajera matrimonio",re­
sultabanecesario afirmar que "la discriminación no nace de su 
enfrentamiento con el arto 17 del Estatuto y sólo desde supromul­
gación, . sino que la situación declarada · subsistente por. la . Ley 
56/1961 es discriminatoria ex Constitutione, esto es por su oposi­
ción al arto 14 de la Constitución, y por consiguiente que perdió 
todo valor desde el momento mismo de la entrada 'en vigor de la 
Constitución" . 

y ello es así hasta el punto de que la suspensión del contrato 
de trabajo debía considerarse nula desde el momento en que en­
tróenvigor la Constitución Española, de tal manera que aunque 
nunca se hubiera llegado a aprobar el arto 17 de la LET, dicha nU­
lidad por vulnerar el arto 14 de la Constitución Española resulta­
ba indiscutible y era motivo más que suficiente 'para solicitar el 
amparo. 

No perdamos de vista que el TC establece claramente aquíel 
criterio para identificar la discriminación por razón de sexo: exis-: 
te-repito- donde "no se hace derivar idéntica consecuencia en 
relación con el personal masculino de la misma empresa que con"; 
trajera matrimonio" . De hecho, en una sentencia anterior ya había 
señalado el TCque "la igualdad a que el artículo 14 se refiere, 
que es la igualdad jurídica o igualdad ante la ley, no comporta ne., 
cesariamente una igualdad económica y efectiva. Significa. que a 
los supuestos de hecho iguales han de serie aplicadas unas conse" 
cuencias jurídicas que sean iguales también y que para introducir 
diferencias entre los supuestos de hecho tiene que .existir una 'su.., 
ficientejustificación de tal diferencia que aparezca, al mismo 
tiempo, como fundada y razonable de acuerdo con criteriosy:jui.., 
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ciosde valor generalmente aceptados". (STC 4911982,FJ 2°), Te­
sis,por cierto, también muy similar a la que estableció · el Alto 
Tribunal en otra ocasión: "El. principio de igualdad ante la ley 
consagrado en el arto 14 de la CE consiste en que, ante supuestos 
de hecho iguales, las consecuencias jurídicas que se extraigan de~ 
ben serasimismb iguales y que han de considerarse iguales dos 
supuestos de hecho cuando la introducción en uno de. ellos de un 
factor que permita diferenciarlo de otro, se encüentre carente de 
suficiente relevancia y .fundamento racional" (FJ 6 de la STC 
114Jl992, de 14 de septiembre). 

Del análisis de la jurisprudencia del TC sobre discriminación 
por razón de sexo se puede ·conc1uirasí que "a este tipo dedife ... 
renciaciones se les aplica en España el juicio de ígualdad más 
exigente posible. La presunción de inconstitucionalidad, la inver'­
sión de la carga de la prueba, la utilización de la institución de la 
discriminación indirecta ... todos los resortes del juicio estricto de 
igualdad se hallan presentes en la jurisprudencia de nuestro alto 
Tribunal" 14 . En mi opinión, resulta razonable que el juicio estric­
to de racionalidad se aplique en toda su extensión a las normas 
que perjudiquen a colectivos como el de la mujeres, los negros, 
los gitanos, etc. y, sin embargo, no a las normas que los favore­
cen, pues "estas últimas siempre: 1) tendrán como fundamento la 
desigualdad material de estos colectivos respecto al cual los su­
puestos de hecho que se comparan no son iguales; y 2) estarán 
encaminadas a lograrla finalidad de la igualdad material, recono­
cida en el arto 9.2. CE"15. Dicho con otras palabras: frente a las ac.,. 
ciones positivas que favorecen, por ejemplo, a las mujeres la pre­
sunción contra el legislador creo que no puede ser la misma que 
en aquellos casos donde la sospecha existe contra normas que sí 
favorecen a colectivos históricamente privilegiados. 

14. D. GIMÉNEZ GLÜCK, Juicio de igualdad y Tribunal Constitucional, op . 
cit;, p. 215. 

IS.Vid.ibídem, p. 281. 
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No cabe duda de que han sido numerosas las modificaciones 
legislativas que se han realizado hasta la fecha con el objetivo de 
parificar o reconocer la igualdad de trato de la mujer en gran nú­
mero de ámbitos laborales. Tampoco hay que pasar por alto que 
la igualdad entre hombre y mujer se ha proclamado en numerosos 
instrumentos jurídicos de alcance internacional: la Declaración 
Universal de Derechos Humanos de 1948 (art. 2.1); el Pacto in­
ternacional de Derechos Sociales, Económicos y Culturales de 
1966 (art. 2.2); el Pacto internacional de Derechos Civiles y Polí­
ticos de 1966 (art. 2.1 Y arto 26); el Convenio internacional sobre 
los derechos políticos de la mujer de 1952; de una forma especial, 
el Convenio internacional sobre la eliminación de todas las for­
mas de discriminación contra la mujer de 18 de diciembre de 
1979, en cuyo arto 1 se realiza una definición de la discriminación 
por razón de sexo curiosa ya que se identifica como norma discri­
minatoria aquélla que desfavorece a la mujer16

• 

En este contexto, también digno de destacar es que la Carta de 
Derechos Fundamentales de la Unión Europea, Parte 11 de la pro­
yectada Constitución Europea, consagra el principio de igualdad 
ante la ley en su arto 20, estableciendo una cláusula general de no 
discriminación en su arto 21. Más aún me gustaría resaltar que ex­
presamente el arto 23.1 prescribe que "la igualdad entre hombres 
y mujeres será garantizada en todos los ámbitos, inclusive en ma­
teria de empleo, trabajo y retribución" 17 • 

Lo que parece evidente es que, a la vista de sentencias como la 
7/1983, no se puede negar la importante labor que ha venido rea-

16. Tengamos presente que tan pronto todos estos textos internacionales han 
sido ratificados por el Estado Español se han convertido en instrumentos de inter­
pretación de los derechos fundamentales, conforme al arto 10.2 CE. Junto a estos 
textos de la ONU se encuentran también otros instrumentos importantes, tales 
como Directivas, Resoluciones, Dictámenes y Recomendaciones comunitarias, la 
creación de Institutos y Planes de igualdad, medidas de acción positiva, etc. 

17. En relación con este tema, vid. C. HERMIDA DEL LLANO, Los derechos 
fundamentales en la Unión Europea, Barcelona, Anthropos, 2005, pp. 258-259. 
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lizando el Tribunal Constitucional español, puesto que con sus re­
soluciones ha conseguido que se pueda hablar ya de una "juris­
prudencia equiparadora". Tan solo en un supuesto, por cierto muy 
controvertido, se detecta que haya optado por convalidar una nor­
ma que utilizaba expresamente el rasgo sexual para perjudicar a 
la mujer. Me refiero a las normas que establecen la preferencia 
del varón en la sucesión de títulos nobiliarios 18. En cualquier 
caso, en la STC 7/1983, al igual que en otras tantas decisiones l9

, 

el Alto Tribunal parece dejar clara no sólo la interdicción de la 
desigualdad de trato injustificada, sino también la decisión de 
acabar con la histórica situación de inferioridad atribuida a la mu­
jer eh la vida social, particularmente en el ámbito del empleo y de 
las condiciones de trabajo. 

De acuerdo con Ferrajoli, considero que "la valorización de la 
diferencia sexual se funda esencialmente en el principio normativo 
de la igualdad, en el sentido indicado de que la igualdad consiste en 
el igual valor de las diferencias como rasgos constitutivos de la 
identidad de la persona y es como tal asegurada por el carácter uni­
versal de los derechos fundamentales"2o. De tal manera que las mu­
jeres sólo podrán satisfacer los derechos-expectativa o "derechos 
a", tales como el derecho al trabajo, los derechos de sufragio pasi­
vo, o los de acceso y carrera en la función pública, entre otros, 
cuando deje de entenderse la igualdad como homologación cons­
truida a partir de la normalidad masculina. "Es aquí donde la dife­
rencia resulta desvalorizada de hecho y discriminada con menosca­
bo de las mujeres por los muchos obstáculos de tipo social y 
cultural que la penalizan en beneficio de los varones, banalizando 

18. De hecho, solamente en la STC 126/1997, de 3 de julio (caso sucesión 
en títulos nobiliarios) no se aplica el juicio estricto a una diferenciación en una 
norma que perjudica directamente a la mujer. Ello ha provocado una enorme 
discusión doctrinal que viene en su mayoría argumentando en contra de dicha 
preferencia. 

19. Vid, a modo de ejemplo, la STC 19/1989, de 31 de enero. 
20. L. FERRAJOLI, Derechos y garantías. La ley del más débil, op. cit., p. 84. 
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en la práctica el principio de igualdad. Es, pues, tomando en consi­
deración estos obstáculos y el modo en que operan al discriminar 
las diferencias como deben elaborarse las garantías sexuadas"21. 

Tan solo podremos decir, pues , que somos iguales cuando lo 
seamos en todos los derechos que tienen que ver con nuestras di­
ferentes identidades, o sea, en los derechos fundamentales, entre 
los cuales se sitúa el derecho de las mujeres a la maternidad vo­
luntaria, que, ciertamente, atañe a la identidad y a la diferencia fe­
menina. El verdadero problema estriba así en conseguir construir 
una garantía de la diferencia que sirva de hecho para lograr una 
igualdad real entre el varón y la mujer. 

21. Vid. ibídem, p. 88 . 
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SENTENCIA 7/1983, DE 14 DE FEBRERO. 

Sala Segunda: Jerónimo Arozamena Sierra, Francisco Rubio Llorente, Luis 
Díez Picaza y Ponce de León, Francisco Tomás y Valiente (po­
nente),Antonio Truyol Serra y Francisco Pera Verdaguer. 

Fundamentos jurídicos: 

2. 
( ... ) para todos, y desde luego también para nosotros, es evidente que la 

suspensión del contrato de trabajo "para el personal femenino" por el hecho de 
contraer matrimonio constituye una discriminación por razón del sexo, pues 
no se hace derivar idéntica consecuencia en relación con el personal masculi­
no de la misma empresa que contrajera matrimonio, y la claridad no discutida 
de tal apreciación nos releva de la necesidad de analizar la concurrencia de 
otra posible causa de discriminación derivable no del diferente trato por razón 
del sexo, sino de la consecuencia jurídica que se vincula al hecho mismo del 
matrimonio. Pero dado el contenido discriminatorio del citado precepto, es ne­
cesario afirmar que la discriminación no nace de su enfrentamiento con el ar­
tículo 17 del Estatuto y sólo desde su promulgación, sino que la situación de­
clarada subsistente por la Ley 56/1961 es discriminatoria ex· Constitutione, 
esto es, por su oposición al artículo 14 de la Constitución, y por consiguiente, 
que perdió todo valor desde el momento mismo de la entrada en vigor de la 
Constitución. ( ... ) la suspensión de su relación contractual con la Compañía 
Telefónica, ( ... ) por lo mismo, es nula desde el momento mismo de la entrada 
en vigor de la Constitución, de tal modo que aunque no existiera el artículo 17 
de la LET, tal nulidad por oposición al artículo 14 de la Constitución sería in­
discutible y suficiente para pedir el amparo, pues la tesis contraria consistiría, 
una vez más, aunque aquí de forma tácita, en afirmar que los derechos funda­
mentales carecen de virtualidad plena en el texto constitucional y sólo la ad­
quieren a partir de su "concreción legislativa", tesis que va en contra del artí­
culo 53.1 de la Constitución y de la jurisprudencia unánime y reiterada de este 
Tribunal, que es el intérprete supremo de aquélla (artículo 1 LOTC). 

3. Los derechos fundamentales, que establecen una relación jurídica entre 
cada ciudadano y el Estado desde el reconocimiento de aquéllos en la Consti­
tución, son permanentes e imprescriptibles, y por ende también lo es el dere­
cho a no ser discriminados por razón del sexo que tienen las aquí recurrentes. 
Ello es compatible, sin embargo, con que para reaccionar frente a cada lesión 
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concreta que cada ciudadano entienda haber recibido contra ese o cualquier 
otro derecho fundamental, el ordenamiento límite temporalmente la vida de la 
correspondiente acción (cuya prescripción en modo alguno puede extinguir el 
derecho fundamental de que se trate, que el ciudadano podrá continuar ejer­
ciendo y que podrá hacer valer en relación con cualquier otra lesión futura), 
sino que significará tan sólo que ha transcurrido el plazo dentro del cual el or­
denamiento le permite reclamar jurisdiccionalmente ante una presunta y deter­
minada violación ( ... ). 

( ... ) El derecho fundamental a no ser discriminadas por razón del sexo lo tie­
nen las recurrentes desde la publicación y entrada en vigor de la Constitución; 
desde entonces quedó privado de todo efecto el artÍCulo 107c) en cuestión, y 
desde ese mismo momento tuvieron acción para, sobre estos fundamentos, pe­
dir la cesación de la suspensión de su relación contractual y la plena eficacia de 
la misma, con el correspondiente reingreso en la Compañía Telefónica, acción 
que si, por un lado, tiene un origen y fundamento constitucional, por otro lado, 
en cuanto encierra el "petitum" del pleno restablecimiento de una situación 
contractual laboral, deriva del contrato de trabajo y tendría la duración que, en 
su caso, fijara la legislación reguladora de tal contrato. 

( ... ) El artÍCulo 83 de la LCT disponía que las acciones derivadas del con­
trato de trabajo que no tengan señalado plazo especial prescribirán a los tres 
años de su terminación. Esta norma, y no el artículo 59.2, es la que ha de en­
trar en juego para regular el plazo de vida de la acción de que disponían las re­
currentes en amparo para hacer valer su derecho a no ser discriminadas por ra­
zón del sexo, derecho nacido del artÍCulo 14 de la Constitución, pidiendo el 
levantamiento de la suspensión de sus contratos y el correspondiente reingreso. 

Fallo: 

1.° Declarar nula la sentencia impugnada. 
2.° Reconocer el derecho de las recurrentes a no ser discriminadas por la 

persistencia de las situaciones nacidas al amparo del artÍCulo 107.c) de la Re­
glamentación Nacional de Trabajo de la CTNE, publicada por Orden Ministe­
rial de 10 de noviembre de 1958. 

3.° Restablecer a las recurrentes en su derecho en los términos contenidos 
en la sentencia de la Magistratura de Trabajo número 3 de Baleares de 30 de 
octubre de 1981 . 
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Voto particular que formula el Magistrado señor Díez Picazo y Ponce de León: 
No comparto plenamente el criterio de la Sala en esta sentencia, donde se 

suscita la cuestión de las relaciones entre la igualdad jurídica reconocida por 
el artículo 14 de la Constitución y el instituto de la prescripción extintiva. 
Comparto el criterio de que los derechos fundamentales deben entenderse en 
línea de principio como derechos imprescriptibles, aun cuando ello no deba ser 
obstáculo para que puedan quedar sujetas a prescripción las acciones nacidas 
para defenderlos frente a concretas lesiones, siempre y cuando por causa de ta­
les lesiones no quede amputado o extinguido el derecho mismo en su totalidad. 

( ... ) En mi opinión, en la base de este asunto puede encontrarse una duali­
dad de puntos de vista sobre la institución contenida en el artículo 14 de la 
Constitución, que puede ser considerada como un principio del derecho que 
modaliza relaciones o situaciones jurídicas sometidas a disciplinas jurídicas 
especializadas y, por consiguiente,con su propio régimen jurídico,y que pue­
de ser considerado también como una norma y un límite de la potestad legis­
lativa del Estado, que contiene al mismo tiempo un derecho subjetivo, de ca­
rácter fundamental, a la igualdad jurídica. De ser así -y ésta es en el momento 
actual mi concepción-, no parece posible someter las acciones para reaccio­
nar frente a las lesiones del derecho fundamental a la igualdad jurídica, a los 
plazos de prescripción del derecho especial, más todavía cuando éstos no 
constituyen un derecho común de la prescripción. En el caso actual,el tema 
resulta incluso paradójico, pues se admite que quede sometida a la prescrip­
ción perentoria del Derecho laboral una acción y un derecho nacidos en la 
Constitución y que en ella tienen su sede. 

( ... ) Por otra parte, en los derechos de carácter absoluto, como tienen que 
ser los derechos fundamentales, mientras la lesión subsista, la prescripción no 
puede comenzar a contarse. Y éste es para mí el tema en el caso de la igualdad 
jurídica. Por mucho tiempo que una desigualdad se perpetúe, no cabe duda de 
que las víctimas de la discriminación no tienen prescrita su acción para reac­
cionar frente a ella, sin perjuicio de que puede prescribirles su derecho a la res­
titución de los bienes concretos que pueden ser consecuencia de la desapari­
ción de tal discriminación. 


